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Resumen: en este trabajo se propone orientar las discusiones 
sobre el federalismo judicial en México hacia la construcción de 
un sistema multinivel de protección de derechos humanos que 
incluya no solo las dimensiones regional y nacional sino también 
el nivel subnacional. También se propone que el federalismo ju-
dicial se integra por tres dimensiones: de reparto, colaboración 
y comunicación, y en cada una de esas dimensiones es posible 
identificar diversas actividades de control constitucional y con-
vencional que están mediadas por la interacción entre la justicia 
local y la federal, y que cada una de ellas presentan problemas 
puntuales que impiden la generación de niveles adecuados de 
protección de protección de derechos en el nivel estatal. 

Abstract: this article proposes to focus the discussions on ju-
dicial federalism in Mexico towards the construction of a mul-
tilevel system of human rights protection that includes not only 
the regional and national dimensions but also the subnational 
level. It is also proposed that judicial federalism is made up of 
three dimensions: distribution, collaboration and communica-
tion, and in each of these dimensions it is possible to identify 
diverse constitutional and conventional control activities that 
are mediated by the interaction between local and federal jus-
tice, and that each of them present specific problems that pre-
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vent the generation of adequate levels of protection of rights at 
the state level.
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I. Introducción

Las discusiones y debates con relación al federalismo judicial han 
estado marcadas por ciertas divergencias conceptuales genera-
das porque no todos hablamos de lo mismo cuando nos referimos 
al federalismo judicial; por otro lado, porque tenemos nuestras 
propias concepciones acerca de lo que el federalismo judicial 
debe ser. Es decir, solemos combinar los planos descriptivos y 
prescriptivos. Adicionalmente se entremezclan visiones diacró-
nicas y sincrónicas sobre lo que el federalismo judicial fue y lo 
que es o bien, puede llegar a ser, procurando afirmar que el fede-
ralismo judicial y sus instituciones deben ser como fueron hace 
tiempo.  Estas combinaciones de planos diversos tienen el poder 
de impedirnos obtener resultados positivos cuando discutimos 
sobre federalismo judicial.

De modo que queremos comenzar por proponer algunas 
ideas que desde nuestro punto de vista permitirían generar una 
discusión fructífera en atención a fines y objetivos más generales 
del sistema constitucional considerado en su conjunto, especial-
mente, la configuración de un sistema más eficiente de protec-
ción jurisdiccional multinivel de derechos humanos. 

En el segundo apartado de este trabajo proponemos que las 
discusiones sobre federalismo judicial deben considerar tres 
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cuestiones. En primer lugar, que es preciso considera el contexto 
en el que se dan esas discusiones, es decir, las características del 
sistema federal en cuyo marco operará el subsistema de federa-
lismo judicial. En segundo término, sostendremos que el fede-
ralismo judicial es un fenómeno complejo que implica más que 
reparto que es la dimensión sobre la que normalmente se focali-
zan los estudios.  Una discusión que pretenda ser funcional y útil, 
debe incluir las dimensiones de colaboración y comunicación. La 
identificación de estas dimensiones, permitirá amplificar nues-
tro análisis e identificar las múltiples actividades que deben ser 
incluidas en una discusión sobre federalismo judicial. En tercer 
lugar, sostendremos que el federalismo judicial es un instrumen-
to que puede ser muy fructífero si es orientado a la consecución 
de fines y objetivos más allá del federalismo en sí. En ese sentido 
sostendremos que uno de esos fines puede ser la construcción de 
un sistema multinivel de protección de derechos más eficiente. 

En la tercera sección y habiendo establecido las dimensiones 
del federalismo judicial, explicaremos las actividades que en cada 
una de ellas pueden desenvolverse en clave de protección multi-
nivel de derechos. Intentaremos establecer que cada dimensión, 
favorece la operación de una actividad específica para lograr el 
objetivo apuntado. 

En la cuarta sección, identificaremos y explicaremos algu-
nos de los problemas que se presentan en cada dimensión para 
el desarrollo de un sistema de protección multinivel de derechos 
y ofreceremos argumentos para intentar superarlos. Por último, 
presentaremos las principales conclusiones de nuestro estudio. 

II. Las complejidades del federalismo judicial

Desde nuestra perspectiva, las discusiones sobre el federalismo 
judicial deben considerar lo siguiente. En primer lugar, el contex-
to, es decir, las características del sistema federal en cuyo marco 
se estudiará al federalismo judicial, para de esa forma, evitar dis-
cutir sobre la base de una idea abstracta de federalismo.  En se-
gundo término, es preciso proponer objetivos identificables más 
allá de la defensa de una idea más o menos abstracta y general de 
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federalismo. El federalismo, en definitiva, un modelo, una herra-
mienta que permite distribuir y controlar el poder considerando 
la variable territorial. Estos serían objetivos esenciales y básicos. 
Sin embargo, puede resultar posible y deseable orientar las re-
flexiones hacia otros objetivos.  Por último, es necesario contem-
plar todas las dimensiones que son propias del federalismo y que 
van más allá del mero reparto de competencias. A continuación, 
proponemos aquello que, en atención a lo explicado, se debería 
considerar.  

El término federal se emplea para adjetivar sistemas o paí-
ses en los cuales se den estas características: primero. que exis-
tan dos niveles de gobierno que rigen al mismo país y al mismo 
tiempo, segundo: cada nivel tiene al menos un área en la cual es 
autónomo y tercero: existen garantías, normalmente constitucio-
nales, para la autonomía de cada gobierno en su esfera.1

Estas condiciones pueden asumir múltiples formas, depen-
diendo del funcionamiento de las instituciones que típicamente 
dan estructura al sistema federal: el bicameralismo, las mayorías 
calificadas, la fragmentación o consistencia del sistema de parti-
dos y claro, la fortaleza o debilidad del poder judicial.2 La fuerza 
con la que operen estas y otras instituciones, determinarán un 
sistema federal más fuerte o más débil, e incluso, como en nues-
tro sistema sucede, un sistema federal cada vez más centralista. 

En México, las discusiones sobre el federalismo en general y 
sobre federalismo judicial en particular, se plantean en un siste-
ma federal inquietantemente centralista o como ha sido indica-
do, en un sistema federal que acusa un alto grado de centraliza-
ción.3 La discusión en torno al federalismo judicial, si pretende 
ser útil, debe asumir este rasgo de identidad constitucional, lo 
que no implica clausurar la discusión por un federalismo vivo, 
sino más bien pensar en un federalismo posible.

1	 Tsebelis, G, Jugadores con veto. Cómo funcionan las instituciones políticas, 
México, FCE, 2006, p. 179.

2	 Ibidem, p. 180.
3	 Serna de la Garza, J, M., “La lógica centralizadora del sistema federal mexi-

cano”, en Valadés, D, Serna de la Garza, J. M., Federalismo y Regionalismo, 
UNAM, México, 2005, p. 548.
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Propondría comenzar por identificar aquello que debe orien-
tar las discusiones acerca del federalismo judicial. En ocasiones 
esta discusión se centra demasiado en cuestiones que rápidamen-
te obturan el análisis o bien desvían la atención sobre lo realmen-
te importante. Ideas tales como repensar el federalismo judicial 
considerando como objeto central del análisis la carga de trabajo 
excesiva de la justicia federal, o bien, una noción de soberanía es-
tadual que hace tiempo no encaja en el federalismo mexicano sue-
len estar presentes en los análisis sobre el tema. En el primer caso, 
la discusión se reduce a pensar cómo limitar la procedencia del 
amparo directo para que la justicia federal se desahogue o bien, en 
que revise menos y con menor fuerza las decisiones de la justicia 
local pero sin indicar un beneficio claro al respecto. En el segundo 
caso, los análisis proponen soluciones impracticables que asumen 
una noción de soberanía abstracta y que conllevarían a realizar 
reformas estructurales que incluso son resistidas por el impacto 
negativo que pudieran tener en la protección de derechos.

En este sentido, consideramos que sin descuidar los aspectos 
indicados, puede resultar enriquecedor y más útil para afrontar 
las tragedias que atraviesa nuestro país, orientar la discusión so-
bre federalismo judicial en el marco del federalismo mexicano 
actual al objetivo de potenciar la construcción de un sistema 
multinivel de derechos humanos.

¿Qué debemos entender por federalismo judicial y cuáles son los 
aspectos involucrados en su análisis? Observamos que existen dife-
rentes opiniones respecto a lo que el federalismo judicial es, o debe 
ser y los aspectos que deben considerarse para su comprensión. 
Para nosotros, en general, esas explicaciones son incompletas.

El federalismo judicial supone un sistema de doble jurisdic-
ción en el que existen tribunales locales y federales y criterios 
para dividir la jurisdicción y competencias de unos y otros. Si nos 
concentráramos exclusivamente en este aspecto, el federalismo 
judicial consistiría en la adecuada relación entre esos tribunales 
locales y federales, o bien, en la relación entre ambos tipos de 
tribunales y la revisión que la justicia federal puede realizar sobre 
las decisiones locales.4  Esta posición identifica reparto y en cier-

4	 Bustillos, J., La Justicia constitucional en México. Análisis cuantitativo de las 
resoluciones judiciales en materia constitucional, México, UNAM, 2009.
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ta medida, comunicación, como las dimensiones involucradas en 
la comprensión del federalismo judicial. 

También se ha sostenido que el federalismo judicial refiere 
en realidad al control constitucional estadual, es decir, aquel que 
los jueces locales ejercen respecto a la Constitución local.5 Esta 
posición parece identificar al reparto como la dimensión exclu-
yente y su configuración se obtiene respondiendo a la pregunta 
sobre ¿qué es aquello que le toca al poder judicial local en materia 
de control constitucional local?

Cuando Barceló Rojas, al traducir un importante trabajo de 
Tarr sobre constitucionalismo local, explicó el desarrollo de las 
etapas del federalismo judicial en los Estados Unidos, aludió a las 
diversas comprensiones del término: así, al referirse a la primera 
etapa de federalismo judicial americano, la describe como una 
en la cual los ámbitos local y federal estaban incomunicados a 
propósito de la protección de derechos. Aquí, la expresión enfati-
zaría la cuestión de la comunicación entre ambos órdenes o más 
bien, la falta de ella. Una segunda etapa se caracterizaría porque 
ciertos derechos federales comenzaron a ser oponibles ante las 
autoridades locales. En este supuesto, parece aludirse a un proce-
so o conexión entre ambos órdenes y la conexión aquí consiste 
en la penetración del derecho federal en el ámbito local. Por últi-
mo, la tercera etapa, denominada del nuevo federalismo judicial, 
consiste en que las personas pueden ahora hacer valer derechos 
reconocidos en las constituciones estatales y en la federal ante 
ambas instancias. De modo que lo que caracterizaría a este nue-
vo federalismo judicial es el involucramiento de los jueces loca-
les en las labores de control para la protección de los derechos 
contenidos en la Constitución local pero también en la federal.6 
Este punto de vista, refiere a la colaboración que ambas esferas 

5	 Collí Ek. V. M., “Lo que es el federalismo judicial. Análisis y Prospectiva. 
Reforma Judicial”, Revista Mexicana de Justicia, núm. 12, México, UNAM,  
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/reforma-judicial/article/
view/8730/10765 

6	 Universidad Panamericana. Ciudad de México. ORCID: 000-0003-4330-
6176.  Tarr, G.A,  Comprendiendo las constituciones estatales, trad. de Bar-
celó Rojas, D., Universidad Nacional Autonoma de México, 2009, nota del 
traductor, p. 248.
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pueden desarrollar para la protección de los derechos locales y 
federales. La perspectiva que este punto de vista ofrece es más 
completa y fructífera. 

Desde nuestra óptica, en el federalismo judicial se encuen-
tran involucrados más aspectos de los que cada una de las posi-
ciones mencionadas incluye y ello se debe a que el federalismo 
en general es una realidad más compleja. 

Tradicionalmente, por federalismo entendemos división de 
funciones, es decir, reparto. Sin embargo, consideramos que in-
volucra otras acciones, por lo menos añadiría: colaboración y co-
municación. Reducir el federalismo a la idea de reparto es redu-
cir su concepto y así su fuerza analítica.

Así las cosas, podemos asumir la complejidad de todo lo que 
involucra el federalismo judicial y proponer que incluye princi-
palmente las siguientes dimensiones:

Reparto: el reparto y la división de funciones y tareas refiere 
a lo que a cada uno le toca. De modo que permite identificar ta-
reas relacionadas a la aplicación de la ley por un lado y de control 
constitucional en cada ámbito. En materia de control constitucio-
nal y considerando el trabajo de los jueces locales, aquí se trataría 
de analizar aquello que a los jueces les toca en materia de control 
constitucional local y especialmente, de la garantía de los dere-
chos humanos contemplados en la Constitución local.

Colaboración: la colaboración alude a aquello que los jueces 
de uno y otro nivel tienen como tarea común y eso es bregar 
por la supremacía de la Constitución Federal y del derecho con-
vencional de los derechos humanos. Aquí incluimos el control 
constitucional y convencional que deben realizar tanto los jueces 
federales como locales.

Comunicación: ¿Cuáles son los vasos comunicantes entre am-
bas jurisdicciones? La comunicación es lo propio de un sistema 
federal de doble jurisdicción, es decir, que la justicia federal pue-
da revisar ciertas decisiones de la justicia local. ¿Cuáles?, sobre 
esto hemos discutido a lo largo de muchos años.7 En este aspecto 

7	 En México, las discusiones sobre este tema han estado concentradas desde 
el siglo XIX en la cuestión de la procedencia del juicio de amparocontra 
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se generan dos canales de comunicación diversos. El primero es 
el más obvio, el de naturaleza procesal. Mediante qué medios y 
con base en qué razones la justicia federal puede revisar las deci-
siones judiciales locales. El otro canal de comunicación implica a 
la comunicación interpretativa y argumentativa y esto se refiere 
no solo a los argumentos que desde la justicia federal permean 
al ámbito local a través de la jurisprudencia federal que es obli-
gatoria en nuestro sistema, sino también a los argumentos que la 
justicia local pueda aportar al desarrollo de una narrativa cons-
titucional común, no solo mediante el ejercicio del control de 
constitucionalidad y convencionalidad ex officio, sino también 
mediante el desarrollo argumentativo de los derechos en el ám-
bito local. Esta forma de comunicación remitiría a la idea de “diá-
logo entre tribunales” que ha sido desarrollada para comprender 
la comunicación que se genera entre ámbitos jurisdiccionales 
diversos, como por ejemplo el que puede producirse entre tri-
bunales constitucionales de diversos sistemas jurídicos, o entre 
tribunales regionales de derechos humanos y cortes supremas de 
los estados o también entre tribunales regionales de derechos hu-
manos. Pensar en un diálogo entre tribunales federales y locales 
en México no parece tarea sencilla, no solo por la verticalidad 
mediada por la obligatoriedad de la jurisprudencia federal, sino 
también por el verticalismo con el cual se entiende la relación 
entre tribunales locales y federales, y los escasos espacios que los 
jueces locales tienen para el desarrollo de una narrativa consti-
tucional local. Sin embargo, esto último dependerá de qué tan en 
serio los jueces locales se tomen su trabajo respecto al ejercicio 
del control constitucional local y su rol como agentes de control 
difuso.8  

sentencias de los poderes judiciales locales y la configuración del deno-
minado “amparo casación”. Para un estudio pormenorizado de esta cues-
tión ver: Fix Zamudio, H., Ensayos sobre el derecho de amparo, México, Po-
rrúa-UNAM, 2003, capítulo primero. González Oropeza. M., Los orígenes 
del control jurisdiccional de la Constitución y de los Derechos Humanos. Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, 2003 Capítulo VI.

8	 Un estudio acerca de los problemas en torno al diálogo judicial se encuen-
tra en Bustos Gisbert, R., “XV Proposiciones generales para una teoría de 
los diálogos judiciales”, en Ferrer Mac-Gregor, E, y Herrera García, A., Diá-
logo jurisprudencial en Derechos Humanos, Tirant lo Blanch, México, 2013, 
pp. 169-218.
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III. El federalismo judicial y la protección 
 multinivel de los derechos humanos

El federalismo es un principio ordenador de tipo político que 
subyace a los estados federales,9 que son formas de estado com-
puesto caracterizada por la integración de unidades autónomas 
en una unidad superior,10 Esas unidades constitutivas son gobier-
nos de tipo regional porque se identifican con un espacio geográ-
fico determinado11 y poseen una potestad estatal propia.12 

Esta idea general acerca del federalismo debe complemen-
tarse con otras características secundarias que, según Lijphart 
serían: una Constitución escrita, un congreso federal bicameral, 
la participación de las unidades políticas integrantes de la fede-
ración en la reforma a la Constitución Federal, la existencia de 
un ámbito constitucional propio que implica cierta capacidad 
configurativa y la posibilidad de cambiarla sin participación del 
gobierno central y por último, un gobierno descentralizado. La 
manera en la que estas características se manifiesten en uno y 
otro sistema, permitirán el desenvolvimiento de diversas intensi-
dades de federalismo o mejor dicho, la configuración de estados 
federales de características diversas.

Aquello que las unidades integrantes de una federación pue-
den efectivamente hacer, será el resultado de complejos repartos 
de competencias entre ellas y el gobierno central. Sin embargo, 
existe una tarea para la cual, aunque de formas diversas según el 
sistema, están ambos niveles convocados y es la protección de los 
derechos humanos. La estructura federal de un estado, permite 
configurar y articular un sistema multinivel de protección de de-
rechos humanos en el que se integran, para el caso de México, el 
nivel estatal, federal e internacional. 

9	 Vogel, J. J., “El Régimen Federal de la Ley Fundamental”, Benda, E., et al., 
Manual de Derecho Constitucional, Madrid, Marcial Pons, 2001, p. 615.

10	 García Pelayo, M., Derecho Constitucional Comparado, Madrid, Alianza, 
1993, p. 216.

11	 Lijphart, A., Las democracias Contemporáneas, Barcelona, Ariel, 1999, 
p. 186.

12	 Vogel, J. J., op. cit., p. 615.
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El concepto de protección multinivel de derechos humanos 
se integra en un marco más amplio, el del constitucionalismo 
multinivel, término propuesto en los años noventas por Pernice, 
para conceptualizar la necesidad de concebir una nueva expre-
sión del constitucionalismo como proceso en el contexto de la 
integración europea, caracterizada por un sistema de gobernanza 
multinivel, en el cual el derecho nacional y el derecho europeo 
interactúan,13 y lo hacen en el ámbito tradicional del constitucio-
nalismo es decir, organizar y limitar a los poderes.14

El constitucionalismo multinivel presenta entonces por lo 
menos dos dimensiones, la de la gobernanza multinivel y la de la 
protección de los derechos humanos.15 En la Unión Europea, la 
protección multinivel de los derechos humanos ofrece al menos 
cuatro niveles: el subnacional, configurado por los órdenes jurídi-
cos subnacionales que contemplen derechos humanos, el nacio-
nal, contenido en las constituciones nacionales, el supranacional, 
conformado por el derecho de la Unión y el internacional, que en 
el caso europeo se integra con el sistema europeo de protección 
de derechos humanos.16 

La idea de un constitucionalismo multinivel y la protección 
multinivel de derechos humanos, consiste en asumir un sistema 
integrado por distintos niveles de normatividad y diversas esca-
las de jurisdicción constitucional.17 

13	 Pernice. I., “The Treaty of Lisbon. Multilevel Constitutionalism in action”, 
Columbia Journal of European Law, vol. 15, núm. 3, pp. 1-66,  https://papers.
ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=1326114 

14	 Della Canesa, G., “Is European Constitutionalism really multilevel?”, 
ZaöRV, núm 70, Max Planck Institut für ausländisches, 2010, p. 284, ht-
tps://www.zaoerv.de/70_2010/70_2010_2_a_283_318.pdf

15	 Ureña, René, “Luchas locales, Cortes Internacionales. Una exploración de 
la protección multinivel de los derechos humanos en América Latina”, Re-
vista Derecho del Estado, núm. 30. enero- junio de 2013, pp. 303, https://
revistas.uexternado.edu.co/index.php/derest/article/view/3526/3414

16	 Ibidem, pp. 304-305.
17	 Arruda Amarante de Oliveira C.J., Oliveira Moreira, T., “El constitucionalismo 

multinivel interamericano y el diálogo (necesario) entre el Tribunal Supremo 
Federal de Brasil y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia 
de prisión preventiva”, Estudios Constitucionales, vol. 21, núm. 1, p. 280, ht-
tps://estudiosconstitucionales.utalca.cl/index.php/home/article/view/15/14
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Debido a que el constitucionalismo multinivel se concibió en 
el contexto de la integración europea, cabe preguntarse si es po-
sible su circulación y aplicación a escenarios en los que no haya 
integración política, es decir, que carezcan de la dimensión supra-
nacional, pero estén presentes algunos de los demás niveles. En 
nuestra opinión, si el constitucionalismo multinivel presupone la 
existencia de diferentes niveles de normatividad, la ausencia de 
algunos de ellos no clausura la noción de sistema multinivel. En 
todo caso, la ausencia del nivel supranacional y de autoridades de 
la unión, pueden anular una de las dimensiones del constitucio-
nalismo multinivel, aquella que tiene que ver con la gobernanza, 
pero no elimina la otra, aquella que se refiere a la protección de 
los derechos humanos. De esa forma, en el ámbito americano, es 
perfectamente posible referir a la existencia de un sistema mul-
tinivel de protección de derechos considerando como mínimo 
los niveles nacional e internacional, especialmente el sistema in-
teramericano de derechos humanos.18 Pero en ausencia del ni-
vel supranacional, los niveles nacional e internacional no agotan 
las posibilidades de existencia de un sistema multinivel, pues los 
estados federales permiten la inclusión del nivel sub nacional o 
local que, aunque de forma más limitada, si permite articular for-
mas adicionales de protección de derechos humanos. Esta es la 
configuración del sistema multinivel de protección de derechos 
humanos para el caso de México. 

El análisis de los diferentes niveles normativos de un sistema 
multinivel de protección de derechos humanos debe ser realiza-
do considerando dos ámbitos, por un lado, el de la configuración 
de cada uno de los niveles normativos integrados y por otro, el de 
la manera en la que interactúan. En nuestro caso, se trataría del 
análisis del sistema constitucional local, el sistema constitucional 
federal y el sistema convencional interamericano. El análisis del 
ámbito estrictamente normativo comprende los espacios regu-
lativos que cada nivel permite al otro. En este punto, procede-

18	 Acosta Alvarado, P. A., “El pluralismo constitucional como respuesta a los 
desafíos de la protección multinivel en Latinoamérica. Comentarios a la 
propuesta de René Ureña”, Revista Derecho del Estado, núm. 31, julio-di-
ciembre de 2013, pp. 347-368, https://revistas.uexternado.edu.co/index.
php/derest/article/view/3613/3707
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remos a separar, aunque se manera algo artificial, el análisis de 
las relaciones que se presentan entre el nivel internacional y el 
federal por un lado, y el federal y estatal por el otro. 

En primer lugar, las relaciones que se plantean entre el nivel 
regional y los estados, se encuentran reguladas por el principio 
de garantía mínima. Los tratados de derechos humanos estable-
cen un mínimo de protección que debe ser respetado y garanti-
zado por los estados y con base en esos mínimos, los estados pue-
den desplegar su propia capacidad configurativa.19 Los derechos 
humanos de los tratados internacionales constituyen un mínimo 
para todos los niveles de gobierno que se despliegan internamen-
te en cada estado, esto aplica especialmente para los estados que 
asumen una forma de organización federal, cuyas partes inte-
grantes, llámense estados o provincias, no pueden desatender las 
obligaciones internacionales en la materia asumidas por el go-
bierno federal.20 

Las relaciones entre el estado federal y las entidades que 
componen la federación son algo más complejas. En primer lu-
gar, las entidades federativas deben respetar los derechos hu-
manos de fuente internacional, pero además, deben respetar los 
derechos humanos que integran el bloque de derechos configu-
rado a nivel federal y además, en el caso de México, las regula-
ciones sobre derechos humanos integradas en la Ley Suprema 
de la Unión.21 De esta forma, las posibilidades creadoras de las 
entidades federativas pueden desplegarse tomando en cuenta las 
obligaciones de garantía mínima del derecho internacional de los 
derechos humanos y los derechos humanos de fuente constitu-
cional y además y además, será preciso considerar el reparto de 
competencias entre la federación y los estados. Este punto será 
desarrollado más adelante, sin embargo es preciso hacer notar 
desde ahora que las entidades federativas, aunque de forma más 

19	 Rodríguez Huerta, G., “Artículo 29. Normas de Interpretación”, en Steiner 
C., Fuchs, M.C., Convención Americana sobre Derechos Humanos, México, 
Konrad Adenauer Stiftung-IECEQ, 2019, p. 874.

20	 Dulitzky, A., “Artículo 28. Cláusula Federal”, en ibidem, p. 866.
21	 Ver, Acuña, J.M., “El parámetro para el control de regularidad constitu-

cional y la ley suprema de la Unión”, Cuestiones Constitucionales. Revista 
Mexicana de Derecho Constitucional, núm. 42, 2020. 
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limitada, pueden contribuir a la formación de un nivel subnacio-
nal de derechos humanos. 

El análisis normativo explicado hasta aquí, debe ser com-
pletado con el análisis acerca de las interacciones entre los di-
versos niveles normativos que se producen a partir del trabajo 
de las instancias jurisdiccionales de cada ámbito. Especialmente 
relevantes resultan las interacciones que se generan a partir del 
trabajo de las diferentes jurisdicciones locales, federales y regio-
nales de protección de derechos humanos. Cada una de estas ju-
risdicciones, tienen un ámbito propio de trabajo, consistente en 
la protección de los derechos humanos reconocidos en su ámbi-
to normativo específico. Pero además, tienen un trabajo común, 
que se desarrolla en el ejercicio del control de convencionalidad 
que deben llevar a cabo los jueces federales y también los jueces 
del nivel local en sus respectivos ámbitos de competencia y que 
permite el desenvolvimiento de una forma de interacción verti-
cal. Este control de convencionalidad ya no solo debe ser llevado 
a cabo porque la Corte Interamericana de Derechos Humanos así 
lo haya determinado, sino porque los estados han incluido refe-
rencias a los tratados internacionales en sus propias constitucio-
nes22 y sus Cortes han tomado decisiones de cambio estructural 
que internalizan la obligación de los jueces de realizar control de 
convencionalidad ex officio.23 Hay que hacer notar que el tipo de 
interacción que estableció la doctrina del control de convencio-
nalidad diseñada a lo largo de los años por la Corte Interameri-
cana, ha producido cambios en las características generales del 
mismo sistema interamericano cuya naturaleza originalmente 
coadyuvante y complementaria, fundamentada en el principio 
de subsidiariedad, en cierto modo a mutado hacia un sistema in-
tegral que en opinión de algunos reclama incluso supremacía.24 
Esta idea confirma que efectivamente el sistema multinivel opera 
con base en reglas y principios no siempre compartidos y que re-
quieren todavía  de mayor justificación, pero ello no impide reco-

22	 Vergottini, G. de, Más allá del diálogo entre tribunales. Comparación y rela-
ción entre jurisdicciones, Madrid, Civitas, 2011, p. 88.

23	 Ibidem, p. 91.
24	 Dulitzky, A., Derechos Humanos en Latinoamérica y el Sistema Interamerica-

no. Modelos para (des)armar, México, IECEQ, 2017, p. 344.
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nocer los diversos niveles que a partir de su interacción se inte-
gran y coordinan para así ofrecer a la persona diversas instancias 
a las cuales recurrir en busca de protección para sus derechos. 

La identificación del nivel estatal o local de protección de de-
rechos en el marco de un sistema multinivel de protección, debe 
integrarse a las discusiones sobre el federalismo judicial.  

IV. La protección multinivel de derechos humanos  
y las dimensiones del federalismo judicial

En este apartado analizaremos las dimensiones identificadas del 
federalismo judicial y los aspectos puntuales que en cada una de 
esas dimensiones deben ser atendidos para la generación de un 
sistema multinivel de derechos eficiente. 

4.1. Reparto y división de funciones. ¿qué le  
toca a cada quién? El control constitucional local

Con relación a la primera cuestión referida al reparto y división 
de funciones, me interesa abordar el tema sobre lo que los jueces 
locales pueden hacer en materia de control a partir de las consti-
tuciones locales.

Un interesante ejemplo de desarrollo para el federalismo ju-
dicial en la clave descrita es el caso de los Estados Unidos. El 
movimiento denominado “nuevo federalismo judicial” que se ini-
ció en los años setentas del siglo pasado, tuvo como detonante la 
toma de conciencia de los operadores jurídicos de que podían mi-
rar hacia las constituciones locales y los derechos allí consagra-
dos, cuando dejaron de obtener cobertura adecuada de la justicia 
federal. Este movimiento fue generado por el cariz conservador 
que asumió la Corte Suprema de aquel país bajo la presidencia 
de Warren Burger, y el consecuente abandono paulatino de los 
criterios liberales que habían caracterizado a la Corte durante la 
presidencia de su predecesor, Earl Warren.25 Es decir, el letar-

25	 Tarr, G.A, Comprendiendo las constituciones…, cit., p. 245.
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go conservador que comenzaba a imponer la Corte Burger fue 
resistido desde las constituciones estatales comprendidas como 
verdaderas constituciones. La existencia de derechos en las cons-
tituciones estatales fue una de las condiciones para los nuevos 
desarrollos del federalismo judicial en aquel país. 

De regreso en México, la situación no es la misma porque ni 
los estados tienen la misma capacidad configurativa, ni las perso-
nas parecen confiar tanto en la potencialidad del sistema consti-
tucional local. Las constituciones estatales durante muchos años 
han sido claramente devaluadas debido al centralismo político y 
jurídico imperantes. González Oropeza explica que dicho proce-
so de devaluación inició durante el tercer período evolutivo del 
federalismo en México que se inaugura con la Constitución de 
1917. En ese período, el espacio constitucional de las entidades 
federativas fue reducido sensiblemente y las constituciones loca-
les fueron reconducidas en el mejor de los casos al rol de leyes 
reglamentarias de la Constitución Federal.26 

A partir del año 2000, algunos estados han mostrado intere-
santes desarrollos constitucionales consistentes en la inclusión de 
derechos no contemplados a nivel federal y el desarrollo de garan-
tías jurisdiccionales. Esta tendencia es el resultado de asumir a las 
constituciones locales como lo que son, o deberían ser, es decir, 
leyes supremas locales que como tales gozan o deberían gozar, en 
su medida, de las características entitativas de una Constitución: 
supremacía, fuerza normativa, rigidez, contenidos materiales y 
garantías jurisdiccionales que, en materia de derechos, pueden 
potenciar y superar el piso establecido por la Constitución federal 
en aquellos ámbitos competenciales permitidos. A la luz de esta 
perspectiva, el federalismo judicial en México ofrece nuevos y 
complejos escenarios y la piedra de toque de esta nueva situación 
constitucional es la asunción por parte de los estados del verdade-
ro carácter de constituciones de sus leyes fundamentales locales. 

Como lo estableció la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 15/2017 y sus acu-

26	 González Oropeza, M., “Desarrollo del control constitucional en las entida-
des federativas”, en González Oropeza. M. y Ferrer Mac-Gregor, E., La justi-
cia constitucional en las entidades federativas, México, Porrúa, 2006, p. 391.
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muladas en las cuales se sometió a examen la constitucionalidad 
de la nueva Constitución de la Ciudad de México, el espacio con-
figurativo de las entidades federativas esta limitado no solo por 
los mínimos convencionales y federales sino además por el re-
parto de materias que por su carácter residual (nuevos derechos) 
o bien concurrente, admiten aportaciones desde el ámbito local. 

Ahora bien, en esta línea, los estados deben buscar aquello 
que, con base en sus particularismos, pueden sumar en pos de 
la defensa de los derechos. Esta es la dimensión constitucional 
distintiva a la que hicimos mención líneas arriba. En palabras de 
Tarr, el constitucionalismo estatal debe aprovechar su potencia-
lidad y ello se logaría, trabajando en los espacios constitucionales 
que se configuran a partir del grado de discrecionalidad del que 
disponen los estados para el diseño, cambio e interpretación de 
la propia Constitución.27 

Acerca de esos espacios constitucionales referidos, la Supre-
ma Corte en la acción de inconstitucionalidad apuntada estable-
ció ciertas reglas con base en las que las constituciones estatales 
podrían establecer nuevos derechos y dichas reglas resultan rele-
vantes para la construcción del sistema multinivel de protección 
de derechos. De manera resumida esas directrices son: 1. Que 
los derechos humanos son una responsabilidad compartida en-
tre la federación y los estados,28 2. que las entidades federativas 
pueden ampliar derechos,29 3. que cuanto más desarrollado esté 
un derecho a nivel federal, menos espacio habrá para el desa-
rrollo local,30 4. La ampliación de derechos puede consistir en: 
aumentar supuestos de protección, incrementar sujetos titulares 
e incrementar prestaciones, 5. Las constituciones locales pueden 
reiterar derechos, lo que podría ser superfluo, pero no inconsti-
tucional,31  6. El principio de desarrollo de derechos en el ámbito 

27	 Tarr, G. A., “La potencialidad del constitucionalismo estatal”, en ibidem, 
p. 639.

28	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, Acción de Inconstituciona-
lidad 15/2017, foja 28, párr. 48.

29	 Ibidem, foja. 25, párr. 46.
30	 Ibidem, foja. 90. párr. 148.
31	 Ibidem, foja. 26. párr. 48.
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local está vinculado al reparto de competencias. Si se trata de 
una competencia exclusiva de la federación, las entidades fede-
rativas no podrían ampliar o crear derechos nuevos; si se trata 
de competencias concurrentes, hay espacio para el desarrollo.32 
Sin embargo, esto no siempre resulta claro, por ello, se deberá 
atender no solo al nombre de la ley sino a lo que se ha llamado 
“esencialidad de la materia”. Podría no haber demasiado espacio, 
pero existe y debe ser potenciado.

Otra cuestión es la relativa al funcionamiento de los medios 
de control constitucional local para potenciar el constituciona-
lismo local de los derechos. Al parecer, estos medios no han sido 
lo funcionales que se esperaba. La justicia constitucional local 
es subempleada por las personas. Los números presentados por 
el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México (TSJCD-
MX) en el informe de labores 2023 nos dan una idea de esto. En 
ese año, se abrieron 310.143 expedientes, de los cuales 225.826 
fueron juicios. En primera instancia, se concluyeron un total de 
161.585 asuntos. De ellos, el 54% en materia civil (87.472), 26% 
en materia familiar (42.334), 18% en materia penal (29.350, 1% 
en materia laboral (2395) y 0.02% en materia de tutela de dere-
chos humanos (34). En segunda instancia, se resolvieron 36.174 
asuntos, el 55%en materia civil (19.865), y el 0.1% en materia 
constitucional, es decir, 44 asuntos.33   

Estos números se repiten en mayor o menor grado en todos 
los estados que cuentan con medios de control constitucional 
local. Las personas no sienten a la justicia constitucional local 
como un instrumento accesible y eficiente para la protección de 
sus derechos.  En este sentido, parece que puede resultar más 
relevante lo que los jueces locales puedan hacer en materia de 
control a través de las formas de control incidental y ex officio, 
es decir, esa actividad que llamamos control difuso. 

Sin embargo, algunas decisiones locales sugieren que también 
algunos jueces locales podrían hacer más de lo que actualmente 
hacen en materia de control constitucional. Veamos el siguiente 

32	 Ibidem, foja. 30. párr. 55. foja 33. párrs. 60 a 62. 
33	 2º Informe de Labores. Poder Judicial de la Ciudad de México. 2023. pp. 

121 y ss.
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caso. La Constitución de la Ciudad de México de 2016 estableció 
el derecho a votar y ser votados de las personas no residentes 
en la entidad. Para desarrollar este derecho, el Código Electoral 
local reguló la figura de las diputaciones migrantes. Pocos años 
después, en 2020, la Asamblea Legislativa de la Ciudad modificó 
el Código Electoral y eliminó la figura. La decisión al parecer se 
basó en cuestiones operativas y presupuestales. En contra de la 
derogación, se presentó un juicio de ciudadanía local por consi-
derar los actores que, con la derogación, se violaba el derecho a 
votar y ser votado y así, se violaba la Constitución Local. El Tri-
bunal electoral local se declaró incompetente y sus razones fue-
ron en esencia dos: a). que en el caso en cuestión no se violaron 
derechos políticos y b). que el Tribunal cuenta con competencia 
para inaplicar normas inconstitucionales pero cuando hubieran 
sido aplicadas, lo que no sucedió en el caso, por tanto, lo que 
en realidad se le está solicitando es que lleve a cabo un control 
abstracto (sic), que solo puede ser efectuado por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación a través de la acción abstracta de 
inconstitucionalidad. Ninguno de sus argumentos se sostiene. El 
tribunal local evidenció una pobre comprensión de los derechos 
políticos y de las formas de afectación concretas a las que puede 
dar lugar la derogación de leyes, una de ellas, es la eliminación 
de posiciones jurídicas. De esta forma, los actores tuvieron que 
recurrir a la justicia federal que eventualmente daría la razón a 
las demandantes. En este caso, la justicia local electoral no hizo 
lo que le correspondía, es decir, ejercer control constitucional.34

4.2. Colaboración. Control de  
constitucionalidad y convencionalidad ex officio

Respecto a esta actividad me interesa hacer algunos comentarios 
acerca de la labor compartida entre la justicia local y la federal, 
el control de regularidad constitucional y convencional ex officio. 

34	 La resolución del tribunal electoral local recayó en el expediente TECD-
MX- JLDC 003/2020. La decisión fue apelada ante la Sala Regional del 
Tribunal Electoral de la Federación que modificó la sentencia local en el 
expediente SCM- JDC 27/2020. Finalmente, la cuestión sería resuelta por 
la Sala Superior del Tribunal Electoral en el SUP- REC 88/2020.
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Lejos ha quedado ya aquella jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación mediante la cual se prohibió el 
control difuso en nuestro sistema.  La propia Suprema Corte con 
ocasión de resolver el expediente varios 912/2010 mediante el 
cual se decidió acerca de la internalización de la sentencia conde-
natoria para el Estado Mexicano dictada por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos en el caso Radilla Pacheco vs. Estados 
Unidos Mexicanos, modificó su anterior jurisprudencia y autorizó 
el llamado control difuso. 

Si bien este cambio impuso que los jueces locales se involu-
cren en las labores de control constitucional federal, al parecer la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación mantuvo algunas reservas 
que se manifiestan en interpretaciones que pudieran tener cierto 
efecto inhibitorio en las actividades de control constitucional que 
deben llevar a cabo los jueces locales. De regreso a la acción de 
inconstitucionalidad 15/2017, la Suprema Corte debió estudiar 
dos cuestiones: la primera, ya explicada, sobre si la Constitución 
de la Ciudad de México podía reconocer nuevos derechos y am-
pliar los ya existentes; la segunda, si la Constitución local podía 
referir a la existencia de un parámetro de regularidad constitu-
cional local, integrado por la Constitución Federal, los Derechos 
Humanos de fuente internacional y la Constitución local, para el 
ejercicio de control constitucional por parte de los jueces locales. 
Respecto a esta segunda cuestión, la Constitución local impugna-
da estableció que: 

Artículo 4. 6. Las autoridades jurisdiccionales de la Ciudad ejer-
cerán el control de constitucionalidad y convencionalidad, favore-
ciendo en todo tiempo la protección más amplia para las personas, 
dejando de aplicar aquellas normas contrarias a la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y a los derechos humanos 
reconocidos en tratados y jurisprudencia internacionales, en esta 
Constitución y las leyes que de ella emanen.

La SCJN ordenó modificar el artículo en cuestión para que 
quede redactado de la siguiente manera: “Artículo 4. 6. Las au-
toridades jurisdiccionales de la Ciudad ejercerán el control de 
constitucionalidad, favoreciendo en todo tiempo la protección 
más amplia para las personas, dejando de aplicar aquellas normas 
contrarias a esta Constitución”.
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Para la Corte, la sola referencia al parámetro de regularidad 
constitucional es inconstitucional. A pesar de entender que la 
redacción original era reiterativa de la obligación que se impuso 
a todos los jueces de realizar control de constitucionalidad y con-
vencionalidad con base en las normas que conforman el paráme-
tro de regularidad constitucional, su inclusión  y mención expre-
sa es inconstitucional por dos razones: 1. porque su regulación 
no es materia de las autoridades locales y 2. porque su redacción 
induce a confusión en cuanto a si las autoridades pueden ejercer 
ese control respecto a las normas que integran el parámetro.35 

Los argumentos de la Corte no son claros. Por un lado, referir 
no es regular, el parámetro federal no está siendo afectado, sino 
que se le dice al juez local que, para el desenvolvimiento de su 
labor de control, debe considerar además a la Constitución local; 
por otro, no se entiende la confusión a la que se alude pues una lec-
tura razonable del texto no provocaría ese desenlace. Por el con-
trario, incluir la referencia eliminada, pudiera considerarse como 
un impulso relevante para que los jueces locales abandonen las 
resistencias e inhibiciones para el ejercicio del control incidental 
y ex officio en materia de constitucionalidad y convencionalidad. 

En este caso, la Corte reiteró un precedente sentado al resol-
ver la acción de inconstitucionalidad 75/2015 presentada contra 
la reforma a la Constitución del estado de Jalisco, específicamen-
te contra el artículo 52 párrafo segundo: “Los tribunales garanti-
zarán el control de convencionalidad de los derechos humanos en 
todas sus actuaciones, favoreciendo siempre este sobre las leyes 
federales o estatales salvo en caso de que existan restricciones 
constitucionales o jurisprudencia que manifieste lo contrario”.

Según se expresó en la exposición de motivos de la reforma 
constitucional, la razón por la que se incluyó este párrafo fue co-
rregir la tendencia de los jueces locales a evadir la aplicación del 
derecho internacional de los derechos humanos, de modo que la 
reforma tenía un objetivo desinhibidor.36

35	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, Acción de inconstituciona-
lidad 15/2017, fojas 354, párrs. 770-771, 358-360, párrs. 783-788.

36	 De acuerdo a la transcripción que se realiza en el engrose de la sentencia 
de la Exposición de motivos. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, 
Acción de inconstitucionalidad 75/2015, pp. 21 y 22.
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Sin embargo, la Suprema Corte no lo entendió así. Consideró 
que con esa disposición se pretendía incidir en la manera en la 
cual los jueces del estado conciben y ejercen el parámetro para 
el control de regularidad constitucional federal, lo que es ajeno al 
ámbito competencial del estado. Consideró que no corresponde 
a los estados matizarlo ni siquiera referirse a él pues de lo contra-
rio, se generaría un esquema diferenciado.37 

En nuestra opinión, en este caso, la Suprema Corte decidió 
no colaborar. Desde nuestro punto de vista, referir no es regu-
lar, simplemente se reiteran en sede interna las obligaciones que 
pesan sobre los jueces locales en materia de control en estricto 
seguimiento de lo resuelto por la propia Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación.  

Sin embargo, a pesar de considerar inválidas esta clase de re-
ferencias, más adelante afirmará que: no porque se elimine del 
texto de la Constitución la referencia a las atribuciones de los 
jueces de la Ciudad de México de ejercer control difuso de con-
vencionalidad, podrán dejar de hacerlo, simplemente porque al 
igual que el resto de las autoridades jurisdiccionales del país, esa 
obligación les resulta vinculante.38 Cabría preguntarse que puede 
haber de inconstitucional en reiterar en sede interna una obliga-
ción establecida a nivel federal. Nuevamente, lo redundante no 
por ello es inconstitucional. 

4.3. Comunicación. La revisión de la justicia federal

La comunicación entre la justicia federal y la local se actualiza 
a través de diversos procesos que fungen como los canales de 
comunicación entre ambas jurisdicciones. En un sistema federal 
de doble jurisdicción, resulta normal que la jurisdicción federal 
revise las decisiones emanadas de la jurisdicción local. Sin em-
bargo, las modulaciones e intensidades que se generen en dicha 
articulación, pueden producir sistemas que permitan mayor o 

37	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, Acción de inconstituciona-
lidad, 75/2015, p. 28.

38	 Ibidem, foja 358, párr. 788.
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menor control sobre el trabajo judicial local. En nuestro caso, por 
razones históricas, el control se ha extendido no solo a cuestio-
nes constitucionales, que es lo propio para habilitar la revisión 
federal en otros sistemas, sino que también se ha extendido a 
cuestiones de estricta aplicación de la ley, dando lugar al llamado 
amparo casación y así a la subordinación de la justicia local a la 
federal. 

La centralización a través del amparo ha sido severamente 
criticada. Sin embargo, durante muchos años carecimos de es-
tudios serios para medir el verdadero impacto de la justicia fe-
deral sobre la local. Hace algunos años, Julio Bustillos comenzó 
una serie de interesantes estudios para medir el real impacto. Sus 
conclusiones fueron llamativas y permitieron redimensionar el 
verdadero impacto de la centralización judicial en el federalismo 
judicial, que por cierto era menor a lo imaginado o intuido,39 so-
bre todo en lo que tiene que ver con la corrección de las senten-
cias locales por parte de la justicia federal.  Los números actuales 
sobre procedencia del juicio de amparo directo contra resolucio-
nes judiciales contrarían también aquellas intuiciones. 

En el año 2023 y en números redondos, los Tribunales Cole-
giados de Circuito (TCC) ingresaron 208,000 amparos directos 
(AD). Tenían una existencia previa de 117,000 amparos directos. 
Egresaron 187,000. La existencia final fue de 137,000. Veamos 
los sentidos de las resoluciones de los 187,000 AD resueltos. En 
aproximadamente 58,000 es decir, el 31%, se amparó en 88,000 
(44%) no se amparó. En alrededor de 12,000 (6.7%) se sobre-
seyó. En 14,000 (8%) se desechó y en 16,000 (9%) se declaró 
incompetencia o impedimentos.  Los TCC entonces corrigieron a 
la justicia local en el 31% de los casos.40 

Más allá de reconocer la necesidad de hacer correcciones en 
materia de amparo directo, sobre todo aquello que tiene que ver 

39	 Bustillo, J., Federalismo Judicial en México. Relaciones entre las jurisdicciones 
Federal y Locales a través del instrumento protector de los derechos fundamen-
tales, México, UNAM, 2010.

40	 Consejo de la Judicatura Federal. Dirección General de Estadística Judicial, 
pp. 20 y ss., https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/informe_labores_
transparencia/anexo_estadistico/2023-12/INTRO_2023.pdf 
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con el amparo para efectos, los números indican que la justicia lo-
cal es la instancia terminal en la mayoría de los litigios y por ello, 
resulta imperioso que sea más eficiente y productiva en materia 
de control de constitucionalidad y convencionalidad porque ese 
nivel parece ser el más relevante. Si el control constitucional y 
convencional se efectúa allí y de manera correcta, entonces esta-
remos más cerca de materializar una justicia pronta y expedita. 

Por otro lado, dejar de lado por un momento la cuestión de 
los desmesurados avances de la justicia federal sobre la local a 
través del amparo directo y pensar las relaciones entre ambas 
instancias en clave de protección multinivel de derechos huma-
nos, permite apreciar la corrección de ciertas decisiones que 
aunque pareciera que amplifican el trabajo de la justicia federal 
mediante el amparo directo sobre las decisiones locales, en rea-
lidad resultan benéficas en términos de protección de derechos. 
Veamos un ejemplo.  

4.3.1. El control incidental en el juicio de amparo directo

Aquí plantearemos una cuestión que puede resultar paradójica, 
sobre todo para las posturas que consideran que la justicia fede-
ral ha avanzado demasiando sobre la justicia local. Pues bien, lo 
que haremos ahora es argumentar a favor de un nuevo avance, 
pues es necesario para que el sistema de control de constitucio-
nalidad y convencionalidad se desarrolle de manera adecuada y 
se cumpla el objetivo de incrementar los niveles de protección en 
materia de derechos humanos. 

Comencemos por afirmar que la internalización de la doctri-
na del control de convencionalidad requirió en primer lugar, un 
ajuste mayúsculo en nuestro sistema de control constitucional, 
que pasó de estar concentrado en el poder judicial federal a ser 
mixto o desconcentrado en todos los jueces del país. Este fue el 
cambio evidente. Sin embargo, hay otros cambios que este proce-
so de adecuación demanda y que han sido más lentos, entre ellos, 
que cada operador jurídico internalice estas nuevas exigencias. 
Pero también, es necesario que las formas procesales sean adap-
tadas. En este sentido, el juicio de amparo ha requerido ajustes. 
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Uno de ellos tiene que ver con el siguiente problema jurídico: 
¿Los tribunales colegiados de circuito pueden realizar control difuso 
en el amparo directo, respecto a las leyes aplicadas en el juicio de ori-
gen, cuando estas no hubieran sido atacadas en los conceptos de vio-
lación o no procediera la suplencia de la queja? Esta es la pregunta 
que debió responder la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 
resolver el amparo directo en revisión (ADR) 1046/2012. La pre-
gunta así planteada es imprecisa, en realidad debería expresarse 
así: ¿Los tribunales colegiados de circuito pueden realizar control in-
cidental y ex officio en el amparo directo, respecto a las leyes aplica-
das en el juicio de origen, cuando estas no hubieran sido atacadas en 
los conceptos de violación o no procediera la suplencia de la queja?

Las razones para replantear la pregunta son estas: primero: 
el llamado “control difuso”, no es tal, difuso, es un adjetivo que 
se utiliza para adjetivar un sistema de control y no una forma de 
control; segundo: la forma de control aludida con esa expresión 
es el control de tipo incidental y de oficio (aunque es posible 
concebir una forma de control incidental a petición de parte); 
tercero: hay lugar en el juicio de amparo para el control inciden-
tal cuando la Suprema Corte lo concibe como un proceso que 
permite articular una forma de control concentrado?, la respues-
ta es que si y la razón es porque el juicio de amparo no permite 
desarrollar formas de control concentrado, sino formas directas 
de control. Y en realidad tampoco habilita solo formas directas 
de control, sino también formas indirectas o incidentales. 

Entonces, volviendo a la pregunta, la Suprema Corte en este 
caso consideró que no, que los TCC no podían extender sus com-
petencias de control a esas leyes, debido a que esos tribunales 
son competentes para ejercer control ex officio respecto a las le-
yes que son competentes de aplicar, es decir, la ley de amparo y 
el código nacional de procedimientos civiles de aplicación suple-
toria. En el amparo directo no hay reasunción de jurisdicción y 
por ello los Tribunales Colegiados de Circuito no pueden aplicar 
o analizar las normas sustantivas y procesales que rigen el acto 
recamado, que en el amparo directo es la sentencia. Además, la 
respuesta se justificó en la defensa de otras instituciones pro-
cesales como la preclusión y la cosa juzgada. Con esta decisión, 
se limitó el ejercicio del control incidental de constitucionalidad 
y convencionalidad y, eventualmente, se convalidó la aplicación 
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de las leyes inconstitucionales que motivaron el acto reclamado, 
cuando ello no sea atacado de manera directa. De esta forma, el 
control de convencionalidad en el juicio de amparo no siempre 
podrá ser ex oficio.41 

Esta cuestión generó pronunciamientos contradictorios por 
parte de diversos tribunales de circuito, lo que motivó la contra-
dicción de tesis 351/2014 en la cual la Suprema Corte modifica-
ría su criterio anterior. A la luz de un nuevo estudio, consideró 
el Alto Tribunal que la preclusión y la cosa juzgada no se veían 
afectadas. La preclusión tiene que ver con las obligaciones de las 
partes, no con los deberes del juez, y en cuanto a la cosa juzgada, 
no opera porque el acto reclamado se encuentra sub judice. 

La cuestión más compleja tuvo que ver con la seguridad ju-
rídica. Si la entendemos como previsibilidad, las partes deben 
saber que no serán sorprendidas por planteamientos generados 
cuando la litis ya ha sido fijada. Sin embargo, de esto se trata el 
control de constitucionalidad ex officio. La seguridad jurídica no 
es absoluta y puede ser derrotada cuando se trata de privilegiar a 
los derechos humanos.42   

De este modo, podría considerarse que esta decisión implica 
un avance de la justicia federal, ahora los TCC pueden alterar 
la litis llevando planteamientos de inconstitucionalidad e incon-
vencionalidad. Pues si, de eso se trata el control incidental y ex 
officio que deben hacer los jueces en un sistema de control de 
constitucionalidad y convencionalidad difuso.

V. Conclusiones

En este trabajo hemos propuesto que las discusiones en relación 
al federalismo judicial deben considerar tres aspectos relevantes. 

41	 Tesis P. X/2015 (10ª). Control de regularidad constitucional ex officio. 
Los Tribunales Colegiados de Circuito no están facultados para ejercerlo 
respecto a normas que rigen el juicio de origen y Tesis P. IX/2015 (10ª).

42	 Tesis P/ J. 2/2022. Control de regularidad constitucional. Contenido y al-
cance del deber de los órganos de poder judicial de la Federación de reali-
zarlo al conocer de juicios de amparo directo e indirecto. 
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En primer lugar, que el federalismo judicial debe ser pensado en 
el contexto del sistema federal general. De esta forma, estaremos 
en condiciones de obtener resultados más útiles. Las discusio-
nes exclusivamente orientadas desde ciertas ideas preconcebidas 
sobre lo que el federalismo debe ser o bien desde lo que fue en 
algún momento, no ofrecen bases adecuadas para análisis en tér-
minos funcionales.

Consideramos que el federalismo judicial no es un fin en 
sí mismo y en tal sentido, sugerimos que un objetivo que debe 
orientar las discusiones en la actualidad es el de la construcción 
de un sistema multinivel de protección de derechos humanos 
más eficiente y que incluya, no solo la dimensión nacional y re-
gional, sino también la local o estatal.   

La aceptación del objetivo de la construcción de un sistema 
multinivel de protección de derechos humanos más robusto y 
eficiente, exige dejar de lado visiones unidimensionales en mate-
ria de federalismo judicial. El federalismo judicial se manifiesta 
no solo en la dimensión de reparto, en la que suelen centrarse 
las discusiones (qué le toca a cada uno) sino también en las de 
colaboración y comunicación.

De esta forma, es posible enriquecer el espectro de funcio-
nes que los jueces de los diversos niveles involucrados deben lle-
var a cabo y la comprensión del federalismo judicial se amplía y 
se vuelve más compleja. Así, en clave de protección multinivel, 
la dimensión de reparto nos exige centrar nuestro análisis en 
aquello que los jueces locales deben hacer en materia de control 
constitucional local y por tanto, como actores principales en el 
nivel subnacional de protección de derechos. En esta dimensión, 
identificamos dos tipos de problemas. Primero, que la justicia 
constitucional local no logra despegar. Las autoridades estatales 
no parecen estar muy interesadas en el desarrollo de estos me-
canismos locales de control. La consecuencia directa es que las 
constituciones locales parecen permanecer en el letargo. Consi-
deramos indispensable que las entidades federativas activen el 
funcionamiento de la justicia constitucional local y así, de narra-
tivas constitucionales propias. Eso es lo propio de un sistema rea-
mente federal, incluso, puede resultar una herramienta relevante 
ante tendencias centralistas.  
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En cuanto a la dimensión de colaboración. hemos identifi-
cado que el desarrollo de aquello que ambas jurisdicciones tie-
nen en común, el ejercicio del control de constitucionalidad y 
convencionalidad ex officio, resulta en ocasiones afectado por un 
lado, porque la justicia local no asume su rol de actor relevante 
para el desarrollo de esta actividad. Por otro lado, la justicia fe-
deral y especialmente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
no está dispuesta a brindar los incentivos necesarios para que los 
jueces locales lleven a cabo esta función. 

Por último, en materia de comunicación, existe cierta ten-
dencia a considerar que el control que la justicia federal lleva a 
cabo sobre la justicia local, particularmente por medio del am-
paro directo, es nocivo para el desarrollo del federalismo judi-
cial. Nosotros no compartimos esa opinión sin más. El juicio de 
amparo directo tiene problemas que deben ser solucionados. Sin 
embargo, hemos intentado hacer notar que no todo avance del 
amparo directo sobre la justicia local es perjudicial para la gene-
ración de un sistema multinivel de protección de derechos. Parti-
cularmente indicamos que la aceptación del control incidental y 
ex officio que deban ejercer los tribunales colegiados en amparo 
directo sobre las leyes aplicadas en el juicio de origen implicó un 
desarrollo positivo del control de constitucionalidad y conven-
cionalidad en México, sobre todo considerando que el desarrollo 
del control en el ámbito local todavía requiere ser fortalecido. 
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